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I) NOVEDADES NORMATIVAS

1) Estado.

Desde el anterior informe fechado en enero de 2017 hasta el momento no se ha aprobado por el Estado ninguna norma que de forma directa y sistemática regule el patrimonio local. 
Únicamente se da cuenta de que se ha aprobado la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. Dicha Ley no resulta de aplicación a los contratos patrimoniales, como expresamente se señala en sus arts 4 y 9. Artículos que se transcriben a continuación:
 “Artículo 4. Régimen aplicable a los negocios jurídicos excluidos 

Las relaciones jurídicas, negocios y contratos citados en esta sección quedan excluidos del ámbito de la presente Ley, y se regirán por sus normas especiales, aplicándose los principios de esta Ley para resolver las dudas y lagunas que pudieran presentarse.

Artículo 9. Relaciones jurídicas, negocios y contratos excluidos en el ámbito del dominio público y en el ámbito patrimonial 

1. Se encuentran excluidas de la presente Ley las autorizaciones y concesiones sobre bienes de dominio público y los contratos de explotación de bienes patrimoniales distintos a los definidos en el artículo 14, que se regularán por su legislación específica salvo en los casos en que expresamente se declaren de aplicación las prescripciones de la presente Ley.

2. Quedan, asimismo, excluidos de la presente Ley los contratos de compraventa, donación, permuta, arrendamiento y demás negocios jurídicos análogos sobre bienes inmuebles, valores negociables y propiedades incorporales, a no ser que recaigan sobre programas de ordenador y deban ser calificados como contratos de suministro o servicios, que tendrán siempre el carácter de contratos privados y se regirán por la legislación patrimonial. En estos contratos solo podrán incluirse prestaciones que sean propias de los contratos típicos regulados en la Sección 1.ª del Capítulo II del Título Preliminar, si el valor estimado de las mismas no es superior al 50 por 100 del importe total del negocio y, a su vez, mantienen con la prestación característica del contrato patrimonial relaciones de vinculación y complementariedad en los términos previstos en el artículo 34.2.”
En el citado art. 34.2 se dice que solo podrán fusionarse prestaciones correspondientes a diferentes contratos en un contrato mixto cuando esas prestaciones se encuentren directamente vinculadas entre sí y mantengan relaciones de complementariedad que exijan su consideración y tratamiento como una unidad funcional dirigida a la satisfacción de una determinada necesidad o a la consecución de un fin institucional propio de la entidad contratante.
2) Comunidades Autónomas.

Con carácter general es preciso advertir que desde enero de 2017 tampoco se han aprobado normas que regulen sistemáticamente el patrimonio local, si bien han aparecido regulaciones sectoriales diversas que pueden ser de interés y de las que se da cuenta.
D) Andalucía 

Se da cuenta de la aprobación de la Ley 3/2017, de 2 de mayo, reguladora de los senderos de Andalucía. Ley que es aplicable a los caminos tradicionales, sendas, pistas forestales y otras vías dentro del territorio de Andalucía y que están habilitados para la marcha y el excursionismo, fundamentalmente a pie, y a veces en bicicleta o caballería.
De la misma forma se ha aprobado la Ley 2/2017, de 28 de marzo, de memoria histórica y democrática de Andalucía.

E)Comunidad Valenciana.
Se ha aprobado el Decreto-Ley de 20 de octubre de 2017, por el que se establece el régimen jurídico de cooperación entre la Generalitat y las Administraciones locales de la Comunitat Valenciana para la construcción, ampliación, adecuación, reforma y equipamiento de centros públicos docentes de la Generalitat. Del contenido del mismo se dará cuenta en otro informe.
E)Aragón

Se ha aprobado el Decreto Legislativo 1/2017, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley de Montes de Aragón, en desarrollo de la autorización dada al Gobierno de Aragón por la Disposición final primera de la Ley 2/2026, de 28 de enero, de medidas fiscales y administrativas de la Comunidad Autónoma de Aragón. De las novedades introducidas en la misma en relación con la versión originaria de la Ley 15/2006, de 28 de diciembre, de Montes de Aragón se ha ido dado cuenta en informes anteriores, al referir las sucesivas leyes de modificación de la Ley 15/2006 citada.

H)Otras Comunidades Autónomas.
La Comunidad Autónoma de Canarias ha aprobado la Ley 4/2017, de 13 de julio, del suelo y de los espacios naturales protegidos de Canarias. En sus arts. 296 y ss. se regulan los patrimonios públicos del suelo. Artículos que se transcriben a continuación:
“Artículo 296. Constitución y gestión 

1. Las Administraciones públicas canarias deberán constituir sus respectivos patrimonios públicos de suelo con la finalidad de crear reservas de suelo para actuaciones públicas de carácter urbanístico, residencial o ambiental y de facilitar la ejecución del planeamiento.

La percepción de transferencias o subvenciones con cargo a los presupuestos de la Comunidad Autónoma por el expresado concepto de gestión del planeamiento requerirá la acreditación por la administración destinataria o interesada del cumplimiento de la obligación de constituir el patrimonio público de suelo.

2. Las Administraciones titulares del patrimonio público de suelo deberán llevar un registro de explotación, comprensivo, en los términos que se precisen reglamentariamente, de los bienes integrantes y depósitos en metálico, las enajenaciones de bienes y el destino final de estos.

La liquidación de la gestión anual de la explotación se acompañará de las cuentas de la ejecución de los correspondientes presupuestos anuales y será objeto de control por el departamento con competencia en materia de administración local y por la Audiencia de Cuentas de Canarias, en los términos establecidos en la legislación reguladora de esta última.

Artículo 297. Bienes integrantes 

El patrimonio público de suelo constituye un patrimonio separado integrado por los siguientes bienes y derechos:

a) Los bienes patrimoniales de la Administración adscritos expresamente a tal destino.

b) Los terrenos y las edificaciones o construcciones obtenidas en virtud de las cesiones correspondientes a la participación de la Administración en el aprovechamiento urbanístico, así como las adquisiciones de bienes o dinero por razón de la gestión urbanística, incluso mediante convenio urbanístico.

c) Los ingresos percibidos en concepto de canon por actuaciones en suelo rústico.

d) Los terrenos y las edificaciones o construcciones adquiridos, en virtud de cualquier título y, en especial, mediante expropiación, por la Administración titular con el fin de su incorporación al correspondiente patrimonio de suelo y los que lo sean como consecuencia del ejercicio de los derechos de tanteo y retracto.

e) Cesiones en especie o en metálico derivadas de deberes u obligaciones, legales o voluntarias, asumidas en convenios o concursos públicos.

f) Los ingresos obtenidos mediante enajenación de terrenos incluidos en el patrimonio público de suelo.

Artículo 298. Reservas de terreno 

1. El planeamiento podrá establecer, en cualquier clase de suelo, reservas de terreno de posible adquisición para la constitución o ampliación por la administración correspondiente de su patrimonio público de suelo.

2. El establecimiento o la delimitación de las reservas de terreno con la finalidad expresada en el apartado 1 comporta:

a) La declaración de utilidad pública y la necesidad de la ocupación a efectos de expropiación forzosa por un tiempo máximo de cuatro años, prorrogable una sola vez por otros dos años. La prórroga deberá fundarse en causa justificada y acordarse, de oficio o a instancia de parte, previa información pública y audiencia de los propietarios afectados por plazo común de veinte días. La eficacia de la prórroga requerirá su comunicación a la Administración de la Comunidad o el Cabildo insular competente y la publicación en el Boletín Oficial de Canarias o, en su caso, en el Boletín Oficial de la Provincia.

b) La sujeción de todas las transmisiones que se efectúen en las reservas a los derechos de tanteo y retracto previstos en esta ley en favor de la Administración correspondiente.

3. Los plazos de vigencia de la declaración de utilidad pública y la necesidad de ocupación, y de su eventual prórroga, cuando se trate de suelo urbano, serán la mitad de los expresados en el apartado anterior.

Artículo 299. Destino de los bienes 

1. Los bienes integrantes del patrimonio público de suelo, una vez incorporados al proceso urbanizador o edificatorio, se destinarán, atendiendo a la propia naturaleza del bien, a la construcción de viviendas protegidas.

2. Igualmente, esos bienes podrán ser destinados, de acuerdo con lo que dispongan los instrumentos de ordenación urbanística, a otros usos de interés social, entre los cuales están:

a) Actuaciones integradas o aisladas de renovación urbana y de rehabilitación edificatoria de iniciativa pública.

b) Conservación o mejora del medioambiente y de espacios naturales.

c) Conservación o mejora del patrimonio histórico.

d) Protección del litoral.

e) Actuaciones públicas dotacionales, sistemas generales y equipamientos públicos.

f) Conservación, administración y ampliación de dichos patrimonios, siempre que solo se financien gastos de capital y no se infrinja la legislación aplicable.

g) La propia planificación y gestión territoriales y urbanísticas, en especial al pago en especie, mediante permuta, de suelo destinado a sistemas generales.

h) Actuaciones en áreas sujetas a renovación, rehabilitación o sustitución de plazas alojativas turísticas.

i) Ejecutar acciones para corregir las situaciones incluidas en los catálogos de impacto.

j) Cualquier otra actividad de interés social, incluida la de carácter socioeconómico inherente al carácter integrado de operaciones de regeneración urbana.

3. Cuando el uso de los bienes a los que se refiere este artículo sea residencial, se destinarán prioritariamente a la construcción de viviendas protegidas. Excepcionalmente, previo acuerdo de la Administración titular del patrimonio, que habrá de notificarse fehacientemente al Instituto Canario de la Vivienda en el plazo de quince días a partir de la fecha de su formulación, mediante certificación municipal en la que se declare expresamente que están cubiertas las necesidades de vivienda protegida en su territorio competencial y, en consecuencia, el carácter innecesario de dicho destino, o también cuando por sus condiciones se entienda no aptos para este fin, previo informe favorable del Instituto Canario de la Vivienda, esos bienes podrán ser destinados alternativamente a cualquiera de los restantes fines previstos en el apartado anterior.

4. En particular, y de modo excepcional, los bienes de los patrimonios públicos de suelo municipales podrán ser destinados al pago de la deuda comercial y financiera en los términos y condiciones establecidas por la legislación estatal de suelo.

Artículo 300. Enajenación de los bienes 

1. Los bienes de los patrimonios públicos de suelo podrán ser:

a) Enajenados mediante cualquiera de los procedimientos de adjudicación previstos en la legislación reguladora de los contratos del sector público, dando prioridad a las adquisiciones destinadas a cubrir necesidades de usos dotacionales, educativos o sanitarios cuando los permita la regulación de los instrumentos urbanísticos. El precio a satisfacer por el adjudicatario no podrá ser nunca inferior al que corresponda, por aplicación de los criterios establecidos en la legislación general sobre régimen de suelo y valoraciones, al aprovechamiento urbanístico que tenga ya atribuido el terreno. Cuando los procedimientos que requiere el presente apartado queden desiertos, la Administración actuante podrá enajenar directamente los bienes, dentro del año siguiente, con sujeción a los pliegos de base que se establecieron para los procedimientos de adjudicación.

b) Cedidos gratuitamente, por precio fijado o mediante cualquier otra contraprestación, cuando tengan por finalidad el fomento o promoción de viviendas protegidas, la realización de programas de conservación, de mejora medioambiental o la ejecución y en su caso gestión de otros usos previstos en el planeamiento. La cesión se efectuará mediante el oportuno convenio y se podrá llevar a cabo a favor de cualquiera de las siguientes entidades:

1. Administraciones públicas territoriales.

2. Entidades de derecho público dependientes o adscritas a dichas administraciones públicas territoriales.

3. Sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación directa o indirecta de entidades a las que se refieren los dos apartados anteriores sea superior al 50%, siempre que su objeto social incluya la finalidad que justifica la cesión del suelo.

4. Fundaciones con una aportación mayoritaria directa o indirecta superior al 50% de las entidades incluidas en los subapartados 1, 2 y 3 anteriores.

El convenio referido deberá incluir expresamente que los beneficios que pudieran derivarse para la entidad cesionaria, como consecuencia del mismo, habrán de destinarse a los fines establecidos en la ley para el patrimonio público de suelo.

c) Permutados directamente por viviendas privadas para su destino a alquiler social como vivienda protegida.

d) Permutados directamente o cedidos en uso a entidades religiosas o benéfico-sociales oficialmente reconocidas, cuando su destino sea sociosanitario, educativo o de culto.

2. La enajenación a la que se refiere la letra a) del apartado anterior, cuando se efectúe a favor de cualquier persona o entidad no incluidas en la letra b) del apartado anterior, se deberá efectuar mediante concurso público a precio tasado cuando el bien se destine a vivienda protegida.

Lo dispuesto en la letra b) del apartado anterior será también de aplicación cuando el objeto de la cesión sean viviendas protegidas o sus anexos que no resulten incluidos en el concepto del patrimonio público de suelo. No obstante lo señalado en la letra b) del apartado anterior, los bienes del patrimonio público de suelo destinados a la construcción de viviendas protegidas de promoción pública serán cedidos gratuitamente a la Administración u organismo competente para realizar dicha promoción pública.

3. La permuta a que se refiere la letra c) del apartado 1 podrá realizarse tras la selección de las viviendas que se van permutar mediante procedimiento de concurrencia competitiva, de acuerdo con la legislación de patrimonio.
Al margen de la norma transcrita, la Comunidad Autónoma de Castilla y León ha aprobado la Ley 2/2017, de 4 de julio, de medidas, en la que se modifican diversas normas. De todas ellas interesa destacar la modificación de la Ley 3/2009, de 6 de abril, de Montes. En concreto, se modifica el art. 16, regulador de la impugnación de la titularidad asignada por el Catálogo de montes; el art. 119, dedicado al reconocimiento de responsabilidad o pago voluntario; la letra l) del art, 113, relativo a la tipificación de infracciones; y el art. 53 sobre los aprovechamientos para uso propio de los vecinos y pastos sobrantes. En la nueva redacción de este último precepto se dice:

«Artículo 53.- Aprovechamientos para uso propio de los vecinos y pastos sobrantes.

1. En los montes catalogados de utilidad pública, los aprovechamientos consuetudinariamente destinados al uso propio de los vecinos tendrán carácter preferente y se adjudicarán al precio mínimo de tasación que determinen la consejería competente en materia de montes y la entidad propietaria, en cada caso, conforme al artículo 46.5 de esta ley. No tienen la consideración de uso propio los aprovechamientos destinados a la comercialización o a cualquier actividad económica generadora de renta, según los límites que se establezcan mediante orden de la consejería competente en materia de montes.

2. En el supuesto de los aprovechamientos de pastos, la parte no destinada a uso propio de los vecinos será considerada como pastos sobrantes y en su adjudicación tendrán preferencia los titulares de explotaciones ganaderas vecinos de la entidad propietaria, sin perjuicio de otros criterios que pudieran establecerse mediante orden de la consejería competente en materia de montes. Queda prohibida la cesión o subarriendo a terceros de estos aprovechamientos.

3. La entidad propietaria del monte deberá comunicar anualmente a la consejería competente en materia de montes la relación de vecinos que pretendan disfrutar de los aprovechamientos para uso propio y la parte que de los mismos le corresponde a cada uno.»

Por último, la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares ha aprobado la Ley 3/2017, de 7 de julio, que modifica la Ley 20/2016, de 15 de diciembre, municipal y de régimen local de las Illes Balears, para introducir medidas de transparencia y participación; la Ley 7/2017, de 3 de agosto, de modificación de la Compilación de Derecho civil de las Illes Balears, en la que se introducen nuevas regulaciones parciales referidas a derechos reales especiales y contratos agrarios; y la Ley 8/2017, de 3 de agosto, de barreras arquitectónicas.

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.
La jurisprudencia que se comenta en el presente apartado se corresponde con las Sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia hechas públicas desde el último informe presentado.

Por lo que respecta a la estructura expositiva de las Sentencias citadas se agruparán, en los casos en que sea preciso, en los siguientes apartados: los bienes de dominio local (clasificación, titularidad, objeto, fin público, alteración de la calificación jurídica y régimen jurídico); los bienes patrimoniales locales (clasificación y régimen jurídico); adquisición y enajenación del patrimonio local; utilización de los bienes de dominio público y patrimoniales; y régimen de protección de los bienes de las Entidades locales.

2) TRIBUNAL SUPREMO

a) Adquisición de los bienes locales: adquisición por prescripción.

Se ha dictado la STS, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5ª, núm. 664/2017, de 17 de abril. La citada Sentencia se pronuncia sobre si resulta posible que las Administraciones públicas puedan adquirir los bienes mediante prescripción, en los casos en que la ocupación inicial hubiera sido realizada por vía de hecho.

En concreto, en la STS comentada se dice que no es cierto que la jurisprudencia de este Tribunal haya concluido en la imposibilidad de adquirir la Administración por usucapión -también en la modalidad "contra tabulas" del artículo 38 de la Ley Hipotecaria que se aplica en el caso de autos- cuando el origen de la adquisición de la posesión de los bienes traiga causa de una acción constitutiva de vía de hecho. Esa cuestión ha estado más bien vinculada al ejercicio de la acción de reclamación de indemnización por responsabilidad patrimonial de la Administración autora de dicha actividad.

Este debate, sigue diciendo la STS comentada, se examina con rigor en nuestra Sentencia de 17 de mayo de 2006 (recurso de casación 7218/2001), en la que, tras examinar los presupuestos de la usucapión conforme a la normativa del Código Civil, tanto en su modalidad ordinaria como extraordinaria, se hace eco de la doctrina acogida por Sentencias de este mismo Tribunal, en las que habíamos declarado que ciertamente la adquisición por la vía de hecho por una Administración pública, hacía perder la exigencia de que la posesión fuera "pacífica", conforme a las exigencias para que esa situación de hecho que constituye la posesión pueda generar el derecho de propiedad. Entre otras condiciones porque la mera pasividad del propietario originario (verus dominus) debe examinarse " de modo restrictivo dada la situación de preponderancia que la Administración ostenta ..."

Ahora bien, continua diciendo la STS objeto de comentario, esa afirmación requiere matizaciones porque ha de examinarse, como se declara en la Sentencia de 17 de mayo de 2006, caso por caso y atendiendo a las condiciones del verus dominus, existiendo pronunciamientos de este Tribunal en que, atendiendo a esas peculiaridades concretas, se ha concluido en la procedencia de la usucapión por las Administraciones de los bienes inmuebles. Están referidos estos supuestos, de los que se deja constancia en la Sentencia, a aquellos en los que cabe apreciar una auténtica pasividad del verus dominus al no realizar actos concluyentes de oponerse a la posesión ilícita generada por el acto constitutivo de vía de hecho, como acontece en el supuesto de construcción de una calle, que pese a su notoriedad de su inclusión en el dominio público, el propietario omite todo acto de oposición a dicha posesión, poniendo de manifiesto su falta de intencionalidad de oponerse a la misma. Y, precisamente, afirma la STS comentada, esto es lo que acontece en el presente supuesto en que los diferentes propietarios de los terrenos de autos nunca realizaron acto alguno encaminado a oponerse al destino de los terrenos a las dotaciones públicas para los que fueron ocupados desde una lejana fecha. 

3) TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA.

D) Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.
a) Potestad de recuperación de oficio: requisitos para su ejercicio.

Se ha dictado la STSJ de Andalucía, Sevilla, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 3ª, núm. 134/2017, de 2 de febrero, que se pronuncia sobre los requisitos para poder ejercitar la potestad de recuperación de oficio de los bienes demaniales, resumiendo la jurisprudencia anterior sobre la materia

En concreto, en la STSJ citada se dice que es doctrina jurisprudencial que en el ejercicio del interdíctum proprium (facultad de recuperación posesoria de oficio, llamado también interdicto administrativo) con respecto, en el presente caso, a una senda de uso público, basta con acreditar una posesión pública anterior; es decir, no es menester que la Administración local acredite en sede jurisdiccional contencioso-administrativa la plena titularidad demanial de los bienes sobre los que se ejercita la facultad de recuperación (STS de 9 de mayo de 1997). Como ocurre en el interdicto civil, lo que se protege es la pérdida o perturbación de la posesión, por lo que únicamente es exigible que de modo claro e inequívoco se acredite la anterior posesión administrativa del bien sobre el que se ejerce (STS de 22 mayo de 1985 y 12 de diciembre de 1996). Tal facultad, por su carácter excepcional y privilegiado sólo cabe ejercitarla cuando se encuentra respaldada por una prueba plena y acabada (STS de 12 de julio 1982, 20 de julio de 1984, 24 de abril de 1985, 3 de junio de 1985 y 1 de junio de 1988). La acreditación de un efectivo estado posesorio es, por tanto, innegable salvo que la demanialidad del bien fuere incontrovertible (STS de 3 de marzo de 2004). Por consiguiente, la claridad en la posesión administrativa del bien sobre el que se ejerce aquella facultad ha de ser inequívoca (STS de 22 de mayo de 1985, 12 de diciembre de 1996 y 30 de marzo de 1999).
Aunque el art. 71 del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, continua diciendo la STSJ comentada, exige que se acredite la posesión administrativa mediante documentos, "salvo que se tratare de repeler usurpaciones recientes", el art 146.1 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de Andalucía, establece que "no será necesario tramitar el procedimiento regulado en los artículos anteriores cuando se trate de repeler usurpaciones manifiestas o recientes". La STS de 3 de marzo de 2004 señala que, en efecto, las Entidades locales gozan, respecto de sus bienes, de la prerrogativa de recuperar su posesión en cualquier momento cuando se trate de los de dominio público. Y para el ejercicio legítimo de tal prerrogativa, que se traduce en una medida provisoria orientada a la defensa de la posesión de tales bienes con reserva, en todo caso, a la jurisdicción civil de la determinación definitiva de los derechos de propiedad, basta con la constancia de la condición de demanial del bien que la Administración local trata de recuperar de oficio, sin necesidad de que aquélla tenga que acreditar además la efectividad de una posesión pública del bien que, por lo demás, es inherente al carácter y régimen jurídico del bien que constituye un camino público y que se entiende destinado al uso público. Y prosigue la STS de 3 de marzo de 2004: "Solo cuando no hay reconocimiento o constancia de la demanialidad del bien, resulta aplicable la jurisprudencia, a la que parece aludir la sentencia de instancia, según la cual, basta con la acreditación de una posesión pública anterior y la existencia de una usurpación reciente de tales bienes (art. 71.2 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales )".
Pues bien, continua diciendo la STSJ comentada, en el caso que nos ocupa, ni se trata de una supuesta usurpación reciente, puesto que se realizó hacía años, ni consta tampoco que sea tal usurpación.  En consecuencia, según la jurisprudencia, la obligación de prueba de los Ayuntamientos habrá de ser proporcionada al tiempo mayor o menor transcurrido desde el despojo. Así, la STS de 22 de diciembre de 1987, al igual que la STS de 6 de junio de 1988, consideran que si la usurpación no es reciente, como ocurre al caso presente, esta circunstancia debe servir para extremar las cautelas en el análisis de las cuestiones en litigio. O la STS de 14 de octubre de 1998 se expresa así: ciertamente la facultad que nos ocupa, sustancialmente, constituye una acción interdictal actuada directamente por la propia autoridad de la Corporación, y requiere en su ejercicio, aunque se trate de una usurpación reciente, que se acredite la patente y manifiesta condición de los bienes objeto de dicha acción, así como que la posesión de los particulares resulta indebida de forma indubitada e indiscutible. Dicho de otra manera, si bien la prueba de la efectiva posesión pública debe ser proporcionada al tiempo mayor o menor transcurrido desde el despojo -para evitar que se haga ilusoria el ejercicio de la indicada facultad-, deberá igualmente valorarse de forma comparativa con las pruebas, en su caso, aportadas por el particular que alegue derechos posesorios al respecto.
Teniendo en cuenta lo expuesto, el TSJ anula los actos recurridos por no existir datos concluyentes sobre el carácter público y su naturaleza jurídica, y ser insuficiente la prueba testifical practicada en el proceso. Y sostiene que no ha existido prueba plena, después de valorarla en su Sentencia, del uso público de la senda en cuestión que legitime al Ayuntamiento obtener su recuperación por el procedimiento expresado.

b) Potestad de desahucio administrativo: necesidad de probar que no existe título jurídico habilitante de la posesión de un tercero.

Se ha dictado la STSJ de Andalucía, Málaga, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1ª, núm. 502/2016, de 7 de marzo. La citada Sentencia se pronuncia sobre la necesidad de que no exista título jurídico que justifique la posesión de un tercero a los efectos de poder ejercitar la potestad de desahucio. Requisito que no aprecia en el caso objeto de enjuiciamiento después de examinar la prueba obrante en el proceso.
En concreto, en la STSJ comentada se indica que el ocupante del bien municipal  aportó un contrato denominado de "Permuta de posesión de hecho por promesa de uso gratuito de vivienda", suscrito en el año 1.992 entre el Alcalde en funciones de Marbella y un familiar del ocupante, que constituía el título de cesión de la vivienda objeto de recuperación, y que en su estipulación VI contemplaba la cesión al "heredero forzoso del ocupante", de modo que "si hubiera más de un heredero forzoso, de entre todos designarán ante el Ayuntamiento, quien de ellos hace uso del derecho de cesión que se pacta". Además, constaba en el proceso la aportación del documento notarial de declaración de herederos abintestato por fallecimiento del primer ocupante; y los recibos del Ayuntamiento de cobro de una cantidad mensual al segundo ocupante. Teniendo todos en cuenta todos estos datos, el Tribunal llega a la conclusión de que el ocupante desposeído tenía un título jurídico habilitante de su posesión y no procedía el ejercicio de la potestad.
E) Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana.
a) Potestad de recuperación de oficio: recuperación de la posesión del subsuelo de una calle.

La STSJ de la Comunidad Valenciana, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1ª, núm. 187/2017, de 16 de marzo, se pronuncia sobre si la potestad de recuperación de oficio puede tener por objeto el subsuelo de una calle. Posibilidad que admite, si bien en el caso concreto entiende que se ha ejercitado incorrectamente, dado que no ha probado el Ayuntamiento que tuviera la posesión previa del subsuelo.

En concreto, en la STSJ citada se parte de que el subsuelo controvertido ha sido ocupado por los propietarios de parcelas colindantes y forma parte de un garaje existente en dichas fincas. La parte del subsuelo objeto de la potestad de recuperación de oficio está plenamente identificada y se plantea si el Ayuntamiento ha tenido la posesión previa a los efectos de ejercitar la potestad de recuperación.

En relación con este punto la STSJ comentada afirma que el tramo de calle, que se halla sobre el techo del garaje de la comunidad de propietarios, es de uso público por encontrarse abierto al tránsito de peatones. El tramo de calle aludido está, por tanto, destinado al uso público. Ha de recordarse, en este particular, que tanto el art. 344 del Código Civil como el art. 3 del Reglamento de Bienes de las Corporaciones Locales disponen que son bienes de uso público las plazas, calles y paseos. Desde la perspectiva del planeamiento, dicho tramo de calle constituye, además, suelo dotacional público (Sistema Local de Red Viaria).
Cuestión distinta, y es la esencial a los efectos que en esta litis interesan, sigue diciendo la STSJ comentada, es el uso del subsuelo situado debajo de ese tramo de calle o vial. La sentencia apelada sostiene que el uso público del suelo alcanza, sin más, al subsuelo sito debajo del mismo destinado por la comunidad de propietarios a aparcamiento subterráneo. Pues bien, en este punto es donde quiebra, a criterio de la Sala, el acierto de la fundamentación jurídica de la sentencia de instancia. La Ley 16/2005, Urbanística Valenciana, actualmente derogada, pero vigente en los momentos en que se dictaron los acuerdos impugnados, establecía en su art. 60.3 que la calificación de un terreno como suelo dotacional público requería que el planeamiento especificara en su ordenación pormenorizada si dicha afección atañía a la totalidad del inmueble o se limitaba al suelo y vuelo, con exclusión total o parcial del subsuelo. No cabe olvidar, asimismo, la regulación de los complejos inmobiliarios que en la legislación estatal de suelo efectuaba el art. 17.4 del Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, y actualmente el art. 26.4, párrafo segundo, del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana. Ha de estarse sobre aquella cuestión, por tanto, a lo que en cada caso establezca el planeamiento aplicable; y en el presente caso nada consta al respecto, ni en sede administrativa ni en el proceso de instancia.
Pero es que, además, continua diciendo la STSJ comentada, en el supuesto controvertido en la presente litis el Ayuntamiento no ha aportado ni una sola prueba, ni en vía administrativa ni en sede jurisdiccional, acreditativa de la posesión municipal, de facto, del subsuelo concernido, debiendo reiterarse en este punto que la jurisprudencia exige para el ejercicio por los Municipios de la prerrogativa administrativa de recuperación por sí de la posesión municipal de sus bienes la aportación por aquéllos de una prueba indubitada acerca de la efectiva posesión o tenencia del bien de que se trate destinada al uso público. Por el contrario, se ha puesto de relieve el uso privado por la comunidad de propietarios, al menos desde septiembre de 2004, de ese subsuelo destinado a aparcamiento subterráneo.
H) Otros Tribunales Superiores de Justicia.
a) Bienes patrimoniales: parcelas sobrantes.

Se ha dictado la STSJ de Murcia, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 2ª, núm. 806/2016, de 27 de octubre, en la que se pronuncia sobre la noción de parcela sobrante y la forma de enajenarse.

En la STSJ comentada se afirma que en el art. 7 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de 1986 se definen las parcelas sobrantes como aquellas porciones de terreno propiedad de las Entidades Locales que por su reducida extensión, forma irregular o emplazamiento, no fueren susceptibles de uso adecuado; y se establece que para declarar un terreno parcela sobrante se requerirá expediente de calificación jurídica. Condiciones que el Tribunal considera que en el caso enjuiciado no concurren, al no quedar demostrado que el terreno no pudiera tener un uso adecuado propio y al no haber sido calificado expresamente como parcela sobrante. El Tribunal no considera suficiente para entender el terreno como tal el hecho de que la parcela procediera de sobrantes de una expropiación anteriormente realizada, puesto que podría haber sido susceptible de un uso adecuado. 
Por último, y en relación con la enajenación de la parcela que la Entidad local consideraba sobrante, en la STSJ comentada se dice que para que pudiera llevarse a efecto su enajenación es preciso, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 113 del RBEL, que previamente se procediera a depurar su situación física y jurídica, practicándose su deslinde si fuese necesario, e inscribiéndose en el Registro de la propiedad, si no lo estuviese. Depuración que en la Sentencia comentada se considera precisa y que no se ha realizado, por lo que no se puede proceder a su enajenación.

Al no reunir las condiciones exigidas por las normas, el TSJ no admite la venta directa de la parcela. Así, afirma que la venta directa al propietario colindante prevista en el art. 115 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de 1986 es una excepción a la regla general de la enajenación mediante subasta pública prevista en el art. 80 del Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local. En consecuencia, no procede aplicar esta excepción a los supuestos de enajenación de parcelas sobrantes no declaradas formalmente como tales y no depuradas física y jurídicamente.
b) Inalienabilidad de los bienes de dominio público: imposibilidad de enajenarlos sin la previa desafectación.

Se ha dictado la STSJ de Madrid, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 2ª, núm. 364/2016, de 9 de mayo, en la que se sostiene la necesidad de la desafectación previa de los bienes demaniales y su conversión en bienes patrimoniales antes de proceder a su enajenación mediante un contrato de permuta, siendo nulos los contratos que se celebren sin respetar esta condición.

Así, en la STSJ citada se dice que el artículo 132 de la de la Constitución establece que la ley regulará el régimen jurídico de los bienes de dominio público y de los comunales, inspirándose en los principios de inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad, así como su desafectación. Un bien de dominio público, sigue diciendo la STSJ, es inalienable, de forma que no puede enajenarse, por cualquier título si antes no procede su desafectación, y en tanto en cuanto el bien sea de dominio público al constituir una rex extra commercium, cualquier contrato civil que se celebrara respecto del mismo sería nulo por falta de objeto. Por tanto, el bien no deja de ser de dominio público en virtud de un contrato de permuta sino que es presupuesto para la validez de éste, la previa desafectación, sin que quepa invertir los términos y sin que pueda hablarse de una desafectación tácita inexistente en nuestro Derecho positivo. El contrato de permuta no constituye título válido alguno para adquirir el dominio, si el bien que se pretende permutar mantiene la consideración de bien de dominio público.

Y en cuanto a la admisión de la desafectación tácita en nuestro ordenamiento jurídico, en la STSJ comentada se dice que el hoy vigente artículo 69 de Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas establece que los bienes y derechos demaniales perderán esta condición, adquiriendo la de patrimoniales, en los casos en que se produzca su desafectación, por dejar de destinarse al uso general o al servicio público; salvo en los supuestos previstos en esta Ley, la desafectación deberá realizarse siempre de forma expresa, regulándose el procedimiento de desafectación en el artículo 70 de dicha Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas. No obstante, en la STSJ citada se menciona jurisprudencia del TS en la que se admite con condiciones la desafectación tácita, que no es aplicable al caso enjuiciado.
c) Potestad de recuperación de oficio: recuperación de la posesión de bienes patrimoniales.

La STSJ de Madrid, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 2ª, núm. 809/2016, de 23 de noviembre, se pronuncia sobre la necesidad de que para recuperar la posesión de un bien patrimonial sea preciso que previamente tenga la posesión la Entidad local y que la acción se ejercite en el plazo de un año. Requisitos que el Tribunal comprueba que no concurren.

Así, en la STSJ citada se dice que de acuerdo con la legislación aplicable no resulta procedente el ejercicio de la acción de recuperación por la Entidad local por dos razones distintas. En primer lugar, resulta que el particular apelante está empadronado en el inmueble a que estos autos se contraen desde el año 2004, no pudiéndosele calificar jurídicamente como usurpador a los efectos de poder prosperar el ejercicio de la acción de recuperación posesoria a que estos autos se contraen, habida cuenta ser el inmueble de naturaleza patrimonial, por lo que dicha acción debió ejercitarse dentro del año siguiente a la usurpación, tal y como prevé el art. 70.2 del Real Decreto 1372/1986 por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, lo que no ha acontecido en este caso, sin perjuicio del ejercicio de su acción por el Ayuntamiento ante la jurisdicción ordinaria. Y en segundo lugar, porque la legitimación del Ayuntamiento cuestionada por el apelante para ejercitar la acción de recuperación debe ser negada en este caso, pues aunque el inmueble figure inscrito en el Inventario municipal, su uso fue cedido a la Comunidad de Madrid, resultando que en él se realizan actividades por la Comunidad Autónoma. Por tanto, sin cuestionar aquí la titularidad municipal del bien, lo que no es el objeto de este litigio, lo cierto es que la posesión la detenta la Comunidad de Madrid y no el Ayuntamiento, por lo que ninguna recuperación posesoria puede ejercitar válidamente aquél, al no ser el poseedor del inmueble.
d) Potestad de desahucio administrativo: competencias de las Entidades locales menores para ejercitarla.

Se ha dictado la STSJ de Castilla y León, Valladolid, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1ª, núm. 1616/2016, de 18 de noviembre, en la que se pronuncia sobre la imposibilidad de que puedan ejercitar la potestad de desahucio las Entidades locales menores en esta Comunidad Autónoma, de acuerdo con su legislación propia.

En concreto, en la STSJ comentada se afirma que  el artículo 58.1 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas reconoce a éstas la potestad de desahucio para recuperar en vía administrativa la posesión de sus bienes demaniales, y no hay ninguna duda de que las Entidades locales son también Administración Pública (artículo 2 de la misma Ley) y que el artículo 58 es legislación básica, tal y como razona extensamente el Juzgador de instancia. Ahora bien, sigue diciendo la STSJ comentada, hay que tener en cuenta lo dispuesto en nuestra legislación territorial, concretamente en el artículo 51.1 de la Ley 1/1998, de Régimen Local de Castilla y León, que enumera las potestades que tienen las Entidades locales menores para el ejercicio de sus competencias, resultando que entre ellas no se encuentra la potestad de desahucio. De esta manera cabe afirmar que si bien es cierto que dichas Entidades tienen competencia para la administración y conservación de su patrimonio (artículo 50.1 de la Ley 1/1998), no ostentan la potestad de desahucio para el ejercicio de la misma. Sí ostentan otras, pero no ésta, que es la que aquí se discute (artículo 51). No cabe hacer una interpretación extensiva porque lo cierto es que el artículo 41.1 de la Ley 33/2003 enumera las facultades y prerrogativas que para la defensa de su patrimonio ostentan las Administraciones públicas y allí claramente se incluye la potestad de desahucio [apartado d) de ese artículo] por lo que al enumerar el artículo 51 de la Ley 1/1998 las potestades de las Administraciones públicas, incluyendo las recogidas en ese artículo 41.1, y al omitir la potestad de desahucio, claramente está indicando que la misma no está reconocida a las Entidades locales menores.
